

C.A. de Santiago

Santiago, veinticinco de febrero de dos mil veintiséis.

VISTOS Y TENIENDO PRESENTE:

PRIMERO: Que comparece don Xxxx Xxxx Xxxx, en

representación de su sobrino y pupilo, el estudiante Xxxx Xxxx

Troncoso Xxxx, interponiendo recurso de protección en contra de la

Fundación Educacional Colegio Don Orione, representada legalmente por

don Teófilo Calvo Pérez, por el acto que califica de ilegal y arbitrario

consistente en la aplicación de la medida disciplinaria de expulsión inmediata

del establecimiento educacional, comunicada mediante resolución de fecha

28 de julio de 2025 y ratificada posteriormente tras la apelación.

El recurrente expone que su pupilo, alumno de Primer Año de

Enseñanza Media, fue acusado de fotografiar a docentes sin su

consentimiento. Relata que el 21 de julio de 2025 se emitió un comunicado

sobre el inicio de una indagación, y que en días posteriores los estudiantes

fueron interrogados bajo presión psicológica por parte de docentes y el

psicólogo del establecimiento. Señala que el 23 de julio se le informó

verbalmente de la investigación y se suspendió al alumno como medida

precautoria. Posteriormente, el 28 de julio, se le notificó la expulsión

inmediata, fundándose en el Reglamento Interno de Convivencia Escolar

(RICE) y la Ley "Aula Segura".

Sostiene que se han vulnerado las garantías constitucionales del

artículo 19 N°1, 2, 3 y 24 de la Constitución Política de la República.

Argumenta que el proceso fue viciado, carente de un debido proceso racional

y justo, pues se le notificó la sanción sin una etapa probatoria adecuada y

bajo una confesión obtenida mediante temor reverencial.

Alega además discriminación arbitraria, dado que otros alumnos

involucrados no fueron expulsados, y falta de consideración de la condición

de su pupilo, quien pertenece al Programa de Integración Escolar (PIE) con

diagnóstico de Déficit Atencional con Hiperactividad (TDAH).

Solicita se deje sin efecto la expulsión y se ordene la reincorporación

inmediata del estudiante.

SEGUNDO: Que, informando la recurrida, Fundación Educacional

Colegio Don Orione, solicita el rechazo de la acción constitucional.
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Expone que el procedimiento se ajustó estrictamente a la normativa

legal vigente (DFL N°2 de 1998, Ley General de Educación y Ley N° 21.128

"Aula Segura") y a su Reglamento Interno (RICE).

Detalla que la investigación se inició tras la denuncia de una docente

afectada por la toma de fotografías de índole sexual no consentidas

(focalizadas en partes íntimas) y su difusión. Señala que se realizaron

entrevistas a estudiantes y apoderados, respetando la presunción de

inocencia y el derecho a ser oído. Afirma que el 28 de julio de 2025, en

presencia de su apoderado, el alumno Xxxx Troncoso reconoció

expresamente haber tomado las fotografías utilizando el celular de otro

compañero y haberlas compartido.

Sostiene que los hechos configuran "Faltas Gravísimas" tipificadas en

el RICE (N° 1, 3 y 15 del artículo 5.3), que sancionan la captura y difusión de

imágenes sin consentimiento, el ciberacoso y conductas que pueden ser

constitutivas de delito, afectando gravemente la convivencia escolar y la

dignidad de las docentes. Argumenta que la medida fue revisada y ratificada

por el Consejo de Profesores tras la apelación del apoderado, cumpliendo

con la doble instancia. Descarta la discriminación, alegando que las

sanciones fueron proporcionales al grado de participación de cada

involucrado, siendo Xxxx el autor material de las capturas. Finalmente,

indica que la condición de TDAH no exime de responsabilidad ante faltas de

tal gravedad que vulneran derechos de terceros.

TERCERO: Que el recurso de protección de garantías constitucionales,

establecido en el artículo 20 de la Constitución Política de la República,

constituye una acción de naturaleza cautelar, destinada a amparar el libre

ejercicio de las garantías y derechos preexistentes que en esa misma

disposición se enumeran, mediante la adopción de medidas de resguardo

que se deben tomar ante un acto u omisión arbitrario o ilegal que impida,

amague o perturbe ese ejercicio. Es requisito indispensable para su

procedencia la existencia de un derecho indubitado y la constatación de una

conducta antijurídica por parte del recurrido.

CUARTO: Que, para resolver el asunto sometido al conocimiento de

esta Corte, es menester analizar si el procedimiento sancionatorio llevado a

cabo por el establecimiento educacional cumplió con los estándares del
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debido proceso y si la sanción aplicada resulta proporcional y ajustada a

derecho.

De	los	antecedentes	acompañados,	se	desprende	que	el

establecimiento activó el protocolo correspondiente tras recibir denuncias

sobre la captación y difusión de imágenes de parte del cuerpo de una

docente, las que también eran comercializadas entre los alumnos. Se

constata que existió una etapa de indagación, notificación de cargos al

apoderado y al alumno (23 de julio de 2025), y una instancia de descargos

(28 de julio de 2025).

QUINTO: Que, respecto a la alegación de vulneración del debido

proceso, consta en el expediente (Acta de entrevista de fecha 28 de julio de

2025, firmada por el apoderado recurrente) que el estudiante reconoció su

participación directa en los hechos, admitiendo haber tomado las fotografías a

la profesora afectada sin su consentimiento.

La confesión del estudiante, realizada en presencia de su apoderado y

en el marco de una entrevista formal, constituye un elemento de convicción

suficiente para que la autoridad educacional tenga por acreditada la falta. No

se advierten en los antecedentes pruebas fehacientes de que dicha confesión

haya sido obtenida mediante coacción ilegítima que vicie la voluntad, más allá

de la tensión natural que genera un procedimiento disciplinario de esta

envergadura. Por consiguiente, habiéndose otorgado la oportunidad de

defensa y existiendo reconocimiento de los hechos, se satisface el estándar

de racionalidad y justicia exigido por el artículo 6 letra d) del DFL N° 2 de

1998.

SEXTO: Que, en cuanto a la legalidad de la sanción, el artículo 5.3 del

Reglamento Interno de Convivencia Escolar (RICE) del establecimiento

recurrido tipifica expresamente como "Falta Gravísima" el “Fotografiar, grabar

voces o imágenes a personas de la comunidad escolar, sin su consentimiento

y para fines que vulneren su intimidad o dignidad personal o familiar”, así

como la difusión de dicho material. El mismo reglamento contempla la

expulsión como sanción aplicable a este tipo de faltas.

La conducta del estudiante no se limitó a una travesura infantil, sino

que consistió en la captación de imágenes con connotación sexual de su

profesora y su posterior difusión, acto que atenta gravemente contra la
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dignidad, la honra y la privacidad de las docentes, y que fractura de manera

sustancial la convivencia escolar y el respeto debido a la autoridad

pedagógica. En consecuencia, la conducta encuadra perfectamente en las

causales de expulsión previstas tanto en el reglamento interno como en la

Ley N°21.128 (Aula Segura), que faculta a los directores a expulsar a

estudiantes por hechos que afecten gravemente la convivencia escolar.

SÉPTIMO: Que, respecto a la supuesta arbitrariedad por discriminación

(artículo 19 N°2 de la Constitución Política de la Republica), el recurrente

alega que otros alumnos no fueron expulsados. Sin embargo, del informe de

la recurrida se desprende que se establecieron distintos grados de

participación. Al estudiante por quien se recurre se le imputó la autoría

material de las fotografías, conducta que difiere cualitativamente de quien

facilita un dispositivo o de quien recibe las imágenes. La igualdad ante la ley

supone tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales; en este caso, la

distinción en la sanción obedece a una diferencia objetiva en la gravedad de

la conducta desplegada (autoría directa versus participación accesoria), lo

que descarta el capricho o la arbitrariedad en la decisión.

Es de señalar que tres docentes del establecimiento denunciaron el

hecho ante el Ministerio Público, involucrando a otros tres estudiantes.

OCTAVO: Que, en relación con la condición de estudiante

perteneciente al Programa de Integración Escolar (PIE) y su diagnóstico de

TDAH, si bien la normativa educacional y la Ley N°21.545 exigen ajustes y

apoyo a estudiantes con necesidades educativas especiales, ello no

constituye una carta de inmunidad frente a faltas gravísimas que vulneran

derechos fundamentales de terceros, en este caso, de los profesionales de la

educación.

La impulsividad propia del diagnóstico invocado no justifica, ni atenúa

suficientemente, una conducta que implica una planificación (conseguir otro

celular para evitar detección) y una ejecución que violenta la esfera de la

intimidad sexual de las docentes. La protección del interés superior del niño

no puede interpretarse de manera tal que anule los derechos a la integridad

psíquica y a la honra de los demás miembros de la comunidad educativa. El

colegio demostró haber entregado apoyos previos, pero la gravedad de la
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falta rompe el vínculo de confianza necesario para la continuidad en el mismo

establecimiento.

NOVENO: Que, finalmente, se observa que la medida de expulsión fue

sometida al trámite de reconsideración ante el Director, quien resolvió previa

consulta al Consejo de Profesores, órgano que ratificó la medida por

unanimidad. Asimismo, se informó a la Superintendencia de Educación. Por

tanto, el procedimiento se ajustó a las formalidades legales.

DÉCIMO: Que, en virtud de lo razonado, no se vislumbra un acto ilegal

o arbitrario por parte de la Fundación Educacional Colegio Don Orione. La

medida de expulsión, aunque severa, es proporcional a la gravedad de los

hechos acreditados y reconocidos, se encuentra fundada en la normativa

interna y legal, y fue adoptada tras un procedimiento que respetó las

garantías esenciales del estudiante. No corresponde a esta Corte, en sede de

protección, sustituir la decisión disciplinaria de la autoridad educacional

cuando esta ha actuado dentro de la esfera de sus atribuciones y con apego

a la legalidad.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo prevenido

en el artículo 20 de la Constitución Política de la República y el Auto

Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre Tramitación y Fallo del Recurso

de Protección de Garantías Constitucionales, se rechaza el recurso de

protección interpuesto en favor de Xxxx Xxxx Troncoso Xxxx, en

contra de la Fundación Educacional Colegio Don Orione.

Regístrese, comuníquese y archívese en su oportunidad.

Redacción de la Ministro señora Elsa Barrientos Guerrero, quien no

firma por encontrarse con permiso administrativo.

Protección N°18.926-2025.
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